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SANCIONATORIOS EN EL RÉGIMEN DISCIPLINARIO 

Marcela Santamaría Sánchez  

(Abogada titulada, egresada de la Unidad Central del Valle del Cauca – Tuluá) 

 

RESUMEN 

 

El objetivo del presente trabajo es analizar la manera en que se rompe la 

seguridad jurídica cuando el Estado en el ejercicio de su poder sancionador, puede llegar 

a vulnerar normas constitucionales, legales, reglamentarias, o cuando se vulneren o 

amenacen derechos fundamentales, afectando grave e injustificadamente al servidor 

público sancionado así como al interés general, pero que al aplicar la figura de la 

revocatoria directa surge la posibilidad de que el mismo Estado corrija de manera 

unilateral la ilegalidad en que incurrió con el fin de restablecer la seguridad jurídica 

como garantía para los valores constituciones que debe proteger. 

 

La Revocatoria Directa en materia disciplinaria es la excepción a la 

inmutabilidad y obligatoriedad de la cosa juzgada contemplada en los artículos 122 a 

127 de la Ley 734 de 2002, luego no es absoluta puesto que el fallador emisor de la 

sanción o la Procuraduría General de la Nación, están investidos de poder para revocarla 

directamente y así evitar el tránsito a cosa juzgada de un fallo que ha infringido 

manifiestamente las normas constitucionales y que, evidentemente, quebranta la 

confianza legítima que sustenta la presunción de legalidad del acto expedido bajo tales 

circunstancias afectando así el interés general.  
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DIRECT RECALL OF THE SANCTIONING SENTENCES 

UNDER THE DISCIPLINARY ORDER 

 

ABSTRACT 

 

The aim of this work is to analyze the way in which legal certainty is broken 

when the State exercising its sanctioning power can breach constitutional, legislative or 

regulatory rules, or when fundamental rights are violated or threatened, unfairly 

affecting the sanctioned public official as well as any general interest. Once the recall is 

applied, the possibility arises that the State itself unilaterally correct the incurred 

illegality in order to restore legal certainty, which is the guarantee of constitutional 

values that must be protected. 

 

A direct recall is the exception in disciplinary matters to the immutability and 

enforceability of res judicata under articles 122 to 127 of Act 734 of 2002, then it is not 

absolute because the General Attorney’s Office is invested with power to revoke it 

directly to avoid the res judicata of a judgment which has manifestly infringed the 

constitutional rules and breaks the underlying presumption of legality of the act issued 

under such circumstances affecting the public interest. 
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PROBLEMA JURÍDICO 

 

El artículo 127 del régimen disciplinario (Ley 734 de 2002, Código 

Disciplinario Único) de los servidores públicos plantea que, ni la petición de revocatoria 

ni la decisión que la resuelve revivirán los términos legales para ejercer acciones 

contencioso-administrativas, como tampoco cabe ningún recurso ni la aplicación del 

silencio administrativo, que en este evento sería positivo.  

 

La redacción del artículo en comento es una norma de cierre para las partes, tanto 

para el servidor público sancionado quien no podrá intentar ninguna acción ante la 

jurisdicción contencioso administrativa cuando no se decida favorablemente la 

Revocatoria Directa e igualmente lo es para el Estado cuando su dependencia 

disciplinaria revoque y logre recuperar la legalidad quedando así impedido para iniciar 

la acción tendiente a anular la misma y revivir el fallo ilegal, pero en la actualidad la 

justicia contenciosa admite y tramita como nulidad y restablecimiento del derecho 

procesos de este tipo aduciendo que ese pronunciamiento revocatorio administrativo, ya 

sea total o parcial, es diferente al indicado en la norma disciplinaria pues la Jurisdicción 

contenciosa acoge el planteamiento doctrinario (Sala de lo contencioso 

administrativo, sección segunda, subsección “A”. Sentencia de 7 de Abril de 

2011. Radicación N° 11001-03-25-000-2006-0030 (0757-06). Actor: Eris Alfonso 

Sánchez Medina. Demandado: Procuraduría Regional del Huila. Consejero 

ponente: Luis Rafael Vergara Quintero) que lo considera como un acto nuevo cuyo 

cometido es ejercer el control de legalidad sobre el mismo, afectando así el interés 

general y quebrantando la seguridad jurídica inherente al artículo objeto de análisis.  

 

PRETENSIÓN DEL ESCRITO 

 

El propósito del análisis de esta materia es determinar la manera en que se afecta 

la seguridad jurídica y el interés general cuando la jurisdicción contenciosa 

administrativa, desconociendo el artículo 127 del Código Disciplinario Único, favorece 

el planteamiento doctrinario al someter a control de legalidad por vía jurisdiccional el 
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acto administrativo revocatorio parcial o total generando inestabilidad a la decisión 

revocatoria de fondo tomada dentro del proceso disciplinario limitando así el principio 

de la cosa juzgada. Quiere esto decir que esa revisión hecha a esa decisión tomada en 

jurisdicción disciplinaria se vería afectada si la jurisdicción contencioso administrativa, 

bajo la figura de control de legalidad, reviviera actos ilegales que en un momento 

desconocieron la primacía de los derechos fundamentales que deben ser protegidos de 

manera efectiva.  

 

Esta determinado que la figura de la Revocatoria Directa respecto de su 

aplicación no opera como un recurso sino como mecanismo legal, el cual procede previa 

petición del interesado o actúa de manera oficiosa con el fin de brindar a la 

Administración la posibilidad de rectificar sus propios actos en forma unilateral, actos 

que son contrarios a la legalidad y por ende atentatorios contra el interés público que a 

su vez generan un agravio injustificado al afectado. Así las cosas, la Administración de 

justicia no debería desconocer la ilicitud en que se pudo incurrir dentro de un fallo 

disciplinario donde ya no media el interés particular del afectado con la decisión 

irregular sino el interés general, porque el efecto inmediato de su resultado es la 

recuperación del imperio de la Constitución y la Ley. 

 

Que un fallo disciplinario sancionatorio sea revocado no implica el 

desconocimiento de la seguridad jurídica ni la afectación de la inmutabilidad y 

obligatoriedad del instituto de la cosa juzgada pues la finalidad del proceso disciplinario 

es investigar y evaluar bajo el principio constitucional del debido proceso 

(Concordancias – Derecho fundamental del debido proceso (Constitución 

artículo 29). Jurisprudencia – el debido proceso en materia disciplinaria. Con 

fundamento en pronunciamientos precedentes (Sentencias T-561/05, C-095/03, 

C-088/02, C-948/02, C-098/95, C-181/02, T-743/02, T-215/00, T-262/98), la 

Corte Constitucional reiteró su jurisprudencia referente al debido proceso en 

materia disciplinaria, a saber: <<4.1. En numerosas oportunidades, esta Corte 

ha señalado que el derecho al debido proceso es aplicable a las actuaciones 

disciplinarias desarrolladas por la Procuraduría General de la Nación. La 
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vigencia del tal derecho en el ámbito del derecho disciplinario se justifica, no 

solo por el mandato constitucional del artículo 29 de la Carta – según el cual el 

debido proceso se aplicará a toda actuación judicial o administrativa-, sino 

también por tratarse de una manifestación del poder sancionador del Estado…) 

la conducta oficial de los servidores públicos únicamente en el ejercicio de su deber 

funcional: 

 

“El deber funcional puede ser comprendido entonces, como una 

armónica combinación de elementos misionales, y jurídicos que 

posibilitan el cumplimiento de los fines del Estado, por cuantos las 

funciones del agente estatal se encuentran en una relación de medio a 

fin respecto de los mismos objetivos del Estado. Las expectativas de los 

ciudadanos en relación con el Estado sólo pueden cristalizarse a través 

del cumplimiento de las funciones de sus servidores, de suerte que los 

fines de aquél constituyen al mismo tiempo el propósito de las funciones 

de estos. Igualmente, el deber funcional comprende la carga pública 

impuesta a quienes desempeñan funciones estatales en el marco de las 

llamadas “relaciones especiales de sujeción” que le gobiernan en procura 

de alcanzar los fines antedichos” (Maldonado, 2009). 

 

Por ello el debate se enmarca en la relación entre el Estado y sus servidores 

públicos los cuales desempeñan una función pública y dentro de ese ejercicio no se 

discuten ni se determinan los derechos de terceros que hayan resultado afectados por la 

conducta irregular demostrada del investigado sancionado. La revocatoria directa es una 

excepción a la estabilidad y fuerza ejecutora de la decisión sancionatoria que pone final 

definitivo al proceso pues su existencia y aplicación se justifica por la garantía de los 

valores constitucionales que el Estado debe proteger, por lo tanto, no es un medio 

general para controvertir de fondo las providencias ya producidas como tampoco un 

recurso de la vía gubernativa, es solamente un mecanismo que opera de oficio o a 

petición de parte para posibilitar a la Administración el control y la rectificación de sus 
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propios actos considerados infractores de la legalidad, obviando así acudir a la 

jurisdicción contencioso administrativa.  

 

ANÁLISIS 

 

El principio general es que todos los ordenamientos jurídicos positivos existentes 

contienen diversidad de respuestas sancionatorias en su normatividad vigente para 

aplicarlas al infractor, según sea el valor adjudicado al bien jurídico tutelado por parte 

del legislador, en esa misma proporción será la réplica del sistema sancionador frente a 

ese determinado comportamiento humano. Teniendo en cuenta que el derecho 

disciplinario ha desarrollado diversidad de concepciones conceptuales las que apuntan 

como la forma jurídica de regular el servicio público, entendido éste como la 

organización política y de servicio del Estado a sus asociados y como el comportamiento 

disciplinario del servidor público en el ejercicio de su deber funcional, el mismo Estado 

ha establecido en la Ley 734 de 2002 los derechos, deberes, obligaciones, mandatos, 

prohibiciones, inhabilidades e incompatibilidades, así como las sanciones y 

procedimientos, para desarrollar las investigaciones tuteladas por el debido proceso que 

se aplicarán por el competente cuando surjan conductas antijurídicas por parte de 

quienes representan al Estado ocupando la planta de cargos públicos para el desarrollo 

de sus funciones en el cumplimiento de sus objetivos.  

 

La Corte Constitucional (Sentencia C-030 de Febrero 1 de 2012. 

Magistrado ponente Luis Ernesto Vargas Silva 
) ha hecho referencia a la potestad 

sancionadora en el derecho disciplinario, como parte del ius puniendi del Estado, 

conjuntamente con el derecho penal, el derecho contravencional y el derecho 

correccional. Dice el guardián constitucional que el ámbito disciplinario hace parte del 

denominado derecho administrativo sancionador y se refiere a:  

 

“…un poder de sanción ejercido por las autoridades administrativas que 

opera ante el incumplimiento de los distintos mandatos que las normas 
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jurídicas imponen a los administrados y aún a las mismas autoridades 

públicas…”.  

 

De la misma manera la jurisprudencia constitucional ha sido enfática en afirmar 

que la potestad sancionadora de la Administración se justifica en cuanto se orienta a 

permitir la consecución de los fines del Estado, a través de:  

 

“…otorgarle a las autoridades administrativas la facultad de imponer una 

sanción o castigo ante el incumplimiento de las normas jurídicas que 

exigen un determinado comportamiento a los particulares o a los 

servidores públicos, a fin de preservar el mantenimiento del orden 

jurídico como principio fundante de la organización estatal…” (Artículos 

1°, 2°, 4° y 16 Constitución Nacional). 

 

En materia de Derecho Disciplinario ha determinado la Corte Constitucional que: 

 

“…la potestad sancionadora de la Administración se concreta en la 

facultad que se le atribuye a los entes públicos de imponer sanciones a 

sus propios funcionarios, y su fundamento constitucional se encuentra en 

múltiples normas de orden superior, tales como los artículos 1º, 2º, 6º, 

92, 122, 123, 124, 125, 150-2, 209 y 277 de la Carta Política. Así, los 

artículos 6° y 123 de la Carta Política, consagran que todos los 

servidores públicos, sin excepción, son responsables ante las 

autoridades por infringir la Constitución, la ley y los reglamentos, y por 

omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones. El artículo 92 

Superior prevé que cualquier persona podrá solicitar de la autoridad 

competente la aplicación de las sanciones disciplinarias derivadas de la 

conducta de las autoridades públicas. Por su parte, el artículo 122 

Superior establece que no habrá empleo público que no tenga funciones 

detalladas en la ley o reglamento y que el servidor público no puede 

entrar a ejercer el cargo sin prestar juramento de cumplir y defender la 
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Constitución y desempeñar los deberes que le incumben” (Sentencia C-

030 de Febrero 1 de 2012. Magistrado ponente Luis Ernesto Vargas 

Silva).  

 

En esa misma sentencia la Corte Constitucional especifica que los artículos 124 y 

150-2 de la Carta le atribuyen al Legislador la competencia para determinar la 

responsabilidad de los servidores públicos y la manera de hacerla efectiva. Esta facultad 

otorgada al Legislador es ejercida mediante la expedición de estatutos disciplinarios de 

carácter general y de estatutos especiales autorizados por la propia Constitución Política. 

El artículo 125 Superior prevé que el retiro de los servidores públicos se hará, entre otras 

causas, por violación del régimen disciplinario. El artículo 209 Superior dispone que  la 

función administrativa se encuentra al servicio de los intereses generales y se desarrolla 

con fundamento en los principios de moralidad, igualdad, eficacia, economía, celeridad, 

imparcialidad y publicidad, y que las autoridades deben coordinar sus actuaciones para 

el adecuado cumplimiento de los fines del Estado y que la administración tendrá un 

control interno conforme a la ley. Con fundamento en estas disposiciones, la 

jurisprudencia de la Corte ha sostenido que la finalidad de la potestad disciplinaria es 

“…asegurar el cumplimiento de los principios que regulan el ejercicio de la función 

pública, como lo son los de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, 

imparcialidad y publicidad…”
1
, que por tanto la responsabilidad disciplinaria tiene un 

claro fundamento constitucional, el derecho disciplinario reviste un carácter autónomo e 

independiente, y que constituye una modalidad del derecho administrativo sancionador 

en el ejercicio del ius puniendi del Estado”
2
. 

 

Partiendo del concepto sobre la seguridad jurídica inherente a las decisiones 

ejecutoriadas que han resuelto de fondo las investigaciones disciplinarias, es deber del 

Estado garantizar dentro de las mismas, el respeto por la supremacía de los derechos 

fundamentales y del debido proceso. En el evento en que un fallo disciplinario profiera 

una sanción contra un servidor público vulnerando algún derecho fundamental la ley le 

brinda a la Administración la posibilidad de rectificar unilateralmente y de manera 

                                                           
1
 Artículo 209 Constitución Política.  

2
 Sentencia C-030 de Febrero 1 de 2012. Magistrado ponente Luis Ernesto Vargas Silva. 
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directa el revocar sus propios actos contrarios a la legalidad, lo que atentaría contra el 

interés público y generaría un agravio injustificado al afectado, razón por la cual el 

Estado no podría desconocer la ilicitud en que pudo incurrir dentro de un fallo 

disciplinario, pero ya no mediando el interés particular del afectado con la decisión 

irregular, sino en aras del interés general al recuperar el imperio de la legalidad, como lo 

ha sostenido la Corte Constitucional (Sentencia C-742 de Octubre 6 de 1999. 

Magistrado ponente José Gregorio Hernández Galindo). 

 

La Revocatoria Directa de los fallos sancionatorios dentro del régimen 

disciplinario no afecta la seguridad jurídica de tales decisiones ya ejecutoriadas 

proferidas dentro de una investigación. El Estado en su conjunto está obligado a 

procurar la estabilidad institucional y un máximo de seguridad jurídica, esta última es 

palpable entre los asociados cuando su Estado proporciona derechos y obligaciones 

precisos aplicables para sus ciudadanos entre si y en sus relaciones con el Estado, a 

través de mecanismos ágiles que resuelvan eficazmente los conflictos y que la misma 

sea un fin permanente como propósito de Estado. Como el derecho disciplinario hace 

parte del poder sancionador del Estado por estar facultado para determinar y tipificar las 

faltas disciplinarias en que pueden incurrir los servidores públicos así como las 

sanciones correspondientes en el ejercicio de ese poder sancionador, el Estado puede 

llegar a vulnerar derechos fundamentales agraviando injustamente al servidor público 

afectado y al interés general logrando romper la seguridad jurídica, pero que con la 

aplicación de la Revocatoria Directa tendría la posibilidad material de corregir de 

manera unilateral la situación ilegal y recuperarla por ser plena garantía para los valores 

constitucionales que debe de proteger. 

 

La materia objeto de análisis no limita la inmutabilidad y obligatoriedad de la 

cosa juzgada de tales decisiones ya ejecutoriadas. Dicho principio otorga el carácter de 

inmutable, obligatorio y vinculante a las decisiones plasmadas en un fallo disciplinario 

con el objetivo de poner punto final a una controversia jurídica y alcanzar un estado de 

seguridad, es decir, que prohíbe a los jueces disciplinarios: 
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Sentencia C-429 de 2001. Expediente D-2941. MP. Jaime Araujo 

Rentería, expresó: “La competencia es parte esencial del debido proceso y 

presupuesto de validez de los actos que se profieren, pues si una autoridad 

expide un acto sin tener facultades para hacerlo, éste es nulo. En materia 

disciplinaria, que es el tema que se regula en las normas acusadas, también 

rige el principio del juez natural, esto es, aquél a quien la Constitución o la ley le 

ha atribuido el conocimiento de un determinado asunto, está consagrado en el 

artículo 29 de la Constitución, en estos términos: "Nadie podrá ser juzgado sino 

conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal 

competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada 

juicio (…)"”. (Subrayas del autor). 

 

Sentencia T-1093 de 2004: “…, el juez disciplinario debe contar, al 

nivel de la definición normativa de la falla disciplinaria, con un margen de 

apreciación más amplio que el del juez penal, que le permita valorar el nivel de 

cumplimiento, diligencia, cuidado, prudencia con el cual cada funcionario 

público ha dado cumplimiento a los deberes, prohibiciones y demás mandatos 

funcionales que le son aplicables; ello en la medida en que “es necesario 

garantizar de manera efectiva la observancia juiciosa de los deberes de servicio 

asignados a los funcionarios del Estado mediante la sanción de cualquier 

omisión o extralimitación en su cumplimiento” Prosigue la Corte: “Para efectos 

de comprobar la existencia de responsabilidad, la Corte Constitucional cuál es 

el proceso analítico que debe seguir el juez disciplinario: “Como es de todos 

sabido, el juez al realizar la valoración de la prueba, lo que ha de realizar 

conforme a las reglas de la sana crítica, debe llegar a la certeza o convicción 

sobre la existencia del hecho y la culpabilidad del implicado. Cuando la 

Administración decide ejercer su potestad sancionatoria tiene que cumplir con el 

deber de demostrar que los hechos en que se basa la acción están probados y 

que la autoría o participación en la conducta tipificada como infracción 

disciplinaria es imputable al procesado” y, a las partes volver sobre lo resuelto, 

teniendo en cuenta que lo inmutable es aquello que no se puede cambiar porque brinda 
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seguridad jurídica. La obligatoriedad hace referencia a que determinado acto 

administrativo, cuya finalidad es producir determinados efectos jurídicos, se presume 

expedido con fundamento en los elementos legales para su producción y en 

consecuencia es obligatorio para el administrado y la administración. En materia 

disciplinaria los artículos 122 a 127 (Ley 734 de 2002 Código Disciplinario Único) 

establecen la excepción a la cosa juzgada, luego ésta no es absoluta porque brinda la 

posibilidad al mismo fallador que profirió la sanción o su superior funcional, el revocar 

directamente el fallo para rectificar ese acto irregular por estar afectando derechos 

fundamentales y así evitar dar tránsito a cosa juzgada a un acto violatorio de preceptos 

constitucionales. La competencia en estos casos no está dada de forma imperativa sino 

optativa, es decir: a) Por el mismo funcionario que expidió el acto, b) Por su superior 

funcional y/o c) Por el Procurador General de la Nación, de oficio o en uso de su poder 

preferente (Artículo 122, Inciso primero y parágrafo único del artículo 123 de la 

Ley 734 de 2002). 

 

En el contexto de la normatividad disciplinaria la figura de la revocatoria Directa 

posibilita dos formas de llevarse a cabo, a petición del interesado sancionado o de oficio. 

Es claro que para que proceda mediante petición de parte ésta exige como requisito 

previo el que no se hubieren ejercitado los recursos ordinarios, esto es, que por regla 

general la petición de revocatoria directa de actos administrativos no puede ser 

formulada por quien ha ejercido los recursos de ley (Artículos 110, 111, 112, 115, 

117 y 118 Ley 734 de 2002) ante el respectivo ente disciplinario. En cambio, la 

Administración tiene la competencia para revocar actos administrativos que se encuentre 

en firme siempre y cuando no se hubiere proferido sentencia definitiva por parte de la 

jurisdicción de lo contencioso administrativo (Artículo 125 de la Ley 734 de 2002). 

Por el contrario la revocatoria aplicada de manera oficiosa no exige la no presentación 

de los recursos ordinarios luego no interesa que estos se hayan surtido como tampoco el 

consentimiento del sancionado cuando es la Administración la que ha decidido de oficio 

avocar el conocimiento de una decisión sancionatoria que considera no se ajusta a los 

lineamientos constitucionales y legales, y que además resulta lesiva para los derechos 

fundamentales del disciplinado.  
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Con respecto a lo anteriormente dicho el Consejo de Estado (Sala de lo 

Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección “B”. Sentencia del 

23 de febrero de 2011. Radicación N° 11001-03-25-000-2005-00114-00(4983-

05). (Actor: Henry Ramírez Daza. Demandado: Procuraduría General de la 

Nación. Consejero Ponente: Gerardo Arenas Monsalve) abordó el problema 

jurídico así: “…si procede, de oficio, la revocatoria directa de fallos 

sancionatorios contra los cuales el disciplinado interpuso recursos en la vía 

gubernativa. En caso de ser procedente, debería establecerse si para el 

presente evento se configuró la causal que faculta a la administración para 

revocar oficiosamente y sin el consentimiento del afectado, un fallo 

sancionatorio y si en consecuencia el acto demandado mantiene su legalidad”. 

Para resolverlo, la Sala hizo un recuento de las distintas reglas que gobiernan la 

revocatoria directa de los actos administrativos, aplicándolas luego a las decisiones 

disciplinarias impugnadas de la Procuraduría. Entre otras, el Consejo de Estado recordó 

las siguientes reglas: “Marco normativo y jurisprudencial. De la revocatoria 

directa. En nuestro ordenamiento contencioso la revocatoria directa está 

concebida como una prerrogativa de control de la misma administración sobre 

sus actos que le permite volver a decidir sobre asuntos ya decididos en procura 

de corregir en forma directa o a petición de parte, las actuaciones lesivas de la 

constitucionalidad, de la legalidad, o de derechos fundamentales. 

(…)Revocatoria directa en materia disciplinaria. En materia disciplinaria, la 

revocatoria directa constituye una excepción a la estabilidad de la decisión 

ejecutoriada que pone fin al proceso disciplinario, y su existencia se justifica por 

la importancia de los valores que busca proteger relacionados con la legalidad, 

la libertad de los administrados y la justicia. // Normativamente se encuentra 

descrita en los artículos 122 a 127 de la Ley 734 de 2002 y como características 

fundamentales se desprenden las siguientes: Procede contra fallos 

sancionatorios. // Opera de oficio o a petición del sancionado. // La competencia 

para revocar un fallo es del funcionario que lo profirió, o de su superior 

jerárquico, o del Procurador General de la Nación. // Como causales de 
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revocación se consagran la infracción manifiesta de las normas 

constitucionales, legales o reglamentarias y la vulneración o amenaza 

manifiesta de los derechos fundamentales. // Es requisito esencial, si la 

revocatoria es solicitada por el sancionado, que contra el fallo cuya revocatoria 

se solicita, no se hubieren interpuesto recursos ordinarios. // La petición de 

revocatoria y su decisión no reviven términos para el ejercicio de acciones 

contencioso administrativas. // Como causal para revocar un fallo sancionatorio, 

la ley ha señalado el que la decisión sea manifiestamente contraria a las 

normas constitucionales, legales o reglamentarias en las que debería fundarse. 

Así lo establece el artículo 124 de la Ley 734 de 2002: (…) Esta consagración 

normativa busca garantizar el debido proceso del disciplinado y previene el 

abuso de la potestad sancionatoria del Estado, sobre la base de que los 

derechos al non bis in ídem y la cosa juzgada no son absolutos y pueden  ser 

limitados cuando las circunstancias especiales del caso lo requieran”.  

 

Referente a que la petición de revocatoria y su decisión no revivan términos para 

el ejercicio de acciones contencioso administrativas (Artículo 127 de la Ley 734 de 

2002), la Corte Constitucional ha señalado que: “…La revocación directa de los 

actos administrativos tiene un carácter extraordinario, en especial cuando están 

de por medio situaciones jurídicas individuales y concretas fundadas en el 

mismo, debiendo reunir al menos los requisitos mínimos que el Legislador 

considere necesarios para proteger los derechos de quienes han sido 

favorecidos a partir de su vigencia y también con miras a la realización de la 

seguridad jurídica…” (Sentencia C-306 de 2012. Expediente D-8692. MP. 

Mauricio González Cuervo. Corte Constitucional Sala plena).  

 

Cabe observar que el planteamiento esbozado en la redacción del referido 

artículo a la luz de la lógica jurídica como norma de cierre, está concebido para que, si 

en la solicitud de revocatoria directa del fallo sancionatorio no se demuestra que se han 

infringido manifiestamente las normas constitucionales, legales o reglamentarias en que 

deben fundarse, aquella será improcedente y así se declarará en el acto administrativo 
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que la resuelve y el sancionado no tendrá ninguna oportunidad para acudir a la 

jurisdicción contenciosa. En caso contrario, procedería la revocatoria directa de dicho 

fallo, aún de oficio, si se llegare a demostrar la violación de los derechos fundamentales 

del disciplinado, esto es, que esa decisión tomada por el juez disciplinario no sería 

susceptible de ser atacada, porque de ser procedente esa “acción” ante lo contencioso 

administrativo se reviviría el acto sancionatorio violador de la constitución y de los 

derechos fundamentales dejando en firme la ilegalidad. 

 

La filosofía jurídica es que el Estado en sus actuaciones deje en firme las legales 

y pueda revocar las ilegales. Al respecto ha dicho la Corte Constitucional que: “…Es 

indudable entonces, que cuando la autoridad que ha proferido un acto administrativo de 

carácter particular y concreto, encuentra que el mismo se obtuvo con fundamento en 

actuaciones ilegales o fraudulentos, tiene la facultad de revocarlo, pues en este caso, el 

interés que prima es aquel que tiene el conglomerado social en que las actuaciones de 

la Administración no se obtengan por medios que vulneren el ordenamiento jurídico. 

Ello atenta contra el derecho que tiene la ciudadanía a que las actuaciones del Estado 

se adelanten en forma equitativa, respetando el derecho que tienen los asociados de 

acceder a la Administración en igualdad de condiciones, derecho que no puede 

claudicar en favor de quienes utilizan mecanismos contrarios a la ley para obtener un 

pronunciamiento favorable a sus intereses…” (Sentencia T-639 de 1996. 

Magistrado ponente Vladimiro Naranjo Mesa). 

 

De otra parte hay suficiente ilustración jurisprudencial por parte del Consejo de 

Estado que establece que la revocatoria directa favorable al funcionario no es susceptible 

de ninguna acción administrativa para atacarla, en cumplimiento de lo establecido en el 

mencionado artículo 127, pero esta tesis jurisprudencial cambió. 

 

A juicio de los magistrados que integran la sala de lo contencioso administrativo 

en el Consejo de Estado, es viable la procedencia de acciones contenciosas contra la 

decisión de revocatoria directa, sea ésta a petición de parte o de oficio, que haya 

resultado favorable al servidor público, luego judicialmente y desde el punto de vista 
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jurídico se desconoce el mandato del artículo 127 referido y su efecto es que la cosa 

decidida en la revocatoria directa no pasa tampoco a cosa juzgada lo que trae como 

consecuencia la continuación de la afectación de la seguridad jurídica y por ende del 

interés general. Dicha institución administradora de justicia, ha señalado que: 

 

“…La doctrina ha admitido que cuando el acto que resuelve la solicitud de 

revocatoria directa modifica parcial o totalmente el inicial (como en el sub-lite), 

este puede ser tratado como un pronunciamiento administrativo diferente para 

efecto del control de legalidad, en la vía jurisdiccional…” (Sala de lo 

contencioso administrativo, sección segunda, subsección “A”. (Sentencia 

de 7 de Abril de 2011). Radicación N° 11001-03-25-000-2006-

0030(0757-06). Actor: Eris Alfonso Sánchez Medina. Demandado: 

Procuraduría Regional del Huila. Consejero ponente: Luis Rafael Vergara 

Quintero). 

 

Ahora bien, el hecho de que ésta tesis doctrinaria sea acogida por parte del 

Consejo de Estado será evidente la afectación a la seguridad jurídica partiendo del 

principio de que la revocatoria directa se produce por causales específicas comprobadas 

como lo es el infringir manifiestamente normas constitucionales, legales o 

reglamentarias, o se vulneren o amenacen manifiestamente derechos fundamentales del 

sancionado, luego el que exista la opción de atacar una decisión de revocatoria directa 

disciplinaria se generaría la posibilidad de que a través de una nueva decisión en 

jurisdicción contenciosa se nulite el acto administrativo que había cesado la infracción 

de normas ya referidas, reviviendo el acto ilegal e inconstitucional, esto es, 

quebrantando la seguridad jurídica y arrasando con el interés general dejando en firme 

definitivamente el imperio de la ilegalidad y la inconstitucionalidad. 

 

CONCLUSIONES 

 

En primer lugar es pertinente concluir que el debate de este trabajo se enmarca en 

la relación entre el Estado y sus servidores que son quienes desempeñan una función 



17 
 

pública puesto que no se discuten ni determinan derechos de quienes resultaren 

afectados por su conducta. Es por ello que el Estado ejercita su poder sancionador 

aplicándolo sólo al servidor público dentro del marco de las “relaciones especiales de 

sujeción”: 

 

“Definidas como aquellos nexos o vínculos estrechos, duraderos y 

efectivos, que existen entre la Administración Pública y los servidores estatales, 

esto es, funcionarios y particulares que prestan funciones públicas en Colombia, 

dada su acentuada dependencia respecto de la misma; y en tanto relaciones 

jurídicas, flexibles, funcionales, juridificadas y constitucionalizadas, facultan a 

aquella en el marco de un Estado Constitucional, Social y Democrático de 

Derecho, para exigirles el cumplimiento de sus deberes funcionales y 

demandarles en caso de infracción, pero previa garantía de un debido proceso, 

la responsabilidad que su calidad conlleva, por inobservancia de los valores y 

principios derivados de la ética del servidor público, en aras de garantizar un fin 

preciso: la efectividad y excelencia de la Administración” (Delgado, 2011) que los 

gobiernan, cuando se da la afectación sustancial de los deberes funcionales, siempre que 

ello implique el desconocimiento de los principios que rigen la función pública sin tener 

en cuenta derechos de terceros afectados porque priman los del Estado.  

 

Esta singularidad parte de que es el Estado quién vigila el ejercicio del deber 

funcional, que le corresponde a sus servidores públicos, brindándole la oportunidad al 

ciudadano de presentar queja ante el juez disciplinario cuando conozca sobre la 

existencia de una presunta irregularidad sin darle a aquél la calidad de sujeto procesal. 

De allí que en el evento de que en un fallo sancionatorio exista la posibilidad de ser 

revocado, porque solo es uno el afectado con la vulneración de valores fundamentales lo 

que fortalece la seguridad jurídica, se generaría la excepcionalidad a la cosa juzgada 

disciplinaria sin limitar la inmutabilidad ni la obligatoriedad vinculante de los fallos 

disciplinarios, y una vez se cause el acto que resuelve la revocatoria directa en uno u 

otro sentido se cierra de manera definitiva el paso a la jurisdicción contenciosa 

administrativa tal como lo dispone el artículo objeto de análisis (Artículo 127 de la Ley 
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734 de 2002) de este trabajo. Dicho de otra manera tiene su lógica porque si no se 

revoca es porque no hubo vulneración constitucional fundamental, pero de haber sido 

procedente es porque se afectaron valores fundamentales, que de permitirse accionar 

contra este nuevo acto sería buscar revivir la inconstitucionalidad del mismo.  

 

A mi juicio no tiene lógica jurídica que el Consejo de Estado acoja esta doctrina 

que considera el acto administrativo que resuelve la revocatoria directa como un acto 

nuevo susceptible de control por vía jurisdiccional, cuando el artículo en comento de la 

normatividad disciplinaria es claro y no permite, indicando de manera taxativa, su 

sometimiento jurisdiccional pues esa decisión y/o acto nuevo no reviven los términos 

legales para ejercitar cualquier tipo de acción contencioso administrativa, luego el 

planteamiento doctrinal y su acogimiento jurisprudencial va en contravía del mandato 

legal.  

 

Según mi punto de vista el que se le brinde la posibilidad al Estado de demandar 

su propio acto revocatorio vulnera el derecho fundamental del debido proceso generando 

así un abuso de la posición dominante del Estado frente a la ley y su funcionario 

afectándole el derecho a la igualdad y restringiéndole totalmente el libre acceso a la 

administración de justicia. Porque si bien es cierto que existe esa norma de cierre 

producida por el órgano legislativo y que actualmente el Estado vulnera ese mandato a 

través de acciones judiciales ejercidas ante la rama judicial (Consejo de Estado)
 

argumentando que es un acto nuevo, también lo es el que el servidor afectado bajo el 

principio del derecho a la igualdad y de acceso a la justicia, podría acudir a la 

jurisdicción contenciosa extendiéndose la interpretación doctrinaria adoptada por el 

Consejo de Estado a su caso en particular, porque en aras del resultado el acto que 

deniega la revocatoria también es un acto nuevo.  

 

El artículo 29 superior expresamente indica que se debe juzgar sino conforme a 

las leyes preexistentes y para el caso que nos ocupa se le antepone el artículo 127 de la 

ley 734 de 2002, actual Código Disciplinario Único, que no permite juzgar en lo 

contencioso administrativo la decisión de una revocatoria directa disciplinaria, pero con 
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la doctrina que acoge el Consejo de Estado se abrió la puerta a favor del Estado para 

calificar la decisión que revoca como un acto administrativo diferente susceptible de 

control de legalidad en la vía jurisdiccional. 

 

En resumidas cuentas me quedan estos cuestionamientos: 

 

 ¿Por qué el Consejo de Estado vulnera la ley acogiendo la tesis doctrinal que trata el 

pronunciamiento de la revocatoria directa disciplinaria como un acto administrativo 

diferente para efecto de control de legalidad por vía jurisdiccional? 

 

 ¿En qué queda la presunción de legalidad, la confianza legítima, la seguridad jurídica 

de los valores constitucionales y legales, la cosa decidida disciplinaria como cosa 

juzgada y el interés general?  
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